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I.    Disposiciones generales

JEFATURA DEL ESTADO
 20055 REAL DECRETO-LEY 14/2005, de 2 de diciem-

bre, por el que se adoptan medidas urgentes 
para reparar los daños causados por la tor-
menta tropical Delta en el archipiélago canario 
los días 28 y 29 de noviembre.

Durante los días 28 y 29 de noviembre se han suce-
dido en el archipiélago canario una serie de fenómenos 
meteorológicos adversos, entre los que merece desta-
carse especialmente la presencia, a causa de la denomi-
nada tormenta tropical «Delta», de vientos huracanados y 
temporales marinos que han dejado sentir sus efectos 
sobre las islas, produciendo importantes daños en costas, 
puertos, aeropuertos, infraestructuras viales, sector agrí-
cola y suministro eléctrico y telefónico, así como en diver-
sos bienes de titularidad pública y privada.

La magnitud de los hechos y sus consecuencias obli-
gan, desde el principio constitucional de unidad y solida-
ridad, reconocido en el artículo 2 de la Constitución Espa-
ñola, y por aplicación de los de equidad e igualdad de 
trato en relación con situaciones precedentes, a la actua-
ción de los poderes públicos y a la adopción, para las Islas 
afectadas, de un conjunto de medidas paliativas y repara-
doras concordantes con las adoptadas en momentos 
anteriores ante ocasiones semejantes, al objeto de favo-
recer el restablecimiento de los servicios e infraestructuras 
dañadas y la vuelta a la normalidad de las zonas siniestra-
das por los temporales.

El objetivo, por tanto, de esta norma es aprobar un 
catálogo de medidas que afectan a varios Departamentos 
ministeriales y abarcan aspectos muy diferentes, pues en 
tanto que unas se dirigen a disminuir las cargas tributa-
rias, otras, como la concesión de créditos privilegiados, 
intentan paliar el impacto en las empresas, explotaciones 
agrarias y particulares afectados.

Entre las ayudas a adoptar están las relativas a la 
reparación de daños sufridos en las infraestructuras del 
archipiélago, especialmente sensible por su lejanía y frag-
mentación territorial y su dependencia de determinados 
medios de transporte aéreo y marítimo, que hacen nece-
saria la adopción no sólo de medidas proporcionadas en 
lo cuantitativo sino también en lo cualitativo, arbitrando 
medios eficaces y de respuesta inmediata a las necesida-
des y expectativas generadas en los ciudadanos, empre-
sas e instituciones canarias por la situación creada.

Por otra parte, las pérdidas de producción ocasiona-
das por los fuertes vientos, las lluvias, temporales y otros 
fenómenos naturales directamente relacionados con la 
climatología adversa, en los cultivos y territorios afecta-
dos, configuran, por la magnitud de los daños ocasiona-
dos, una situación equiparable a la de desastre natural, en 
los términos establecidos por las directrices comunitarias 
sobre ayudas estatales al sector agrario.

En su virtud, en uso de la autorización contenida en el 
artículo 86 de la Constitución Española, a propuesta de 
los Ministros del Interior, de Economía y Hacienda, de 
Fomento, de Trabajo y Asuntos Sociales, de Industria, 
Turismo y Comercio, de Agricultura, Pesca y Alimenta-
ción, de la Presidencia, de Administraciones Públicas, de 
Medio Ambiente y de Vivienda, previa deliberación del 
Consejo de Ministros en su reunión del día 2 de diciembre 
de 2005,

D I S P O N G O :

Artículo 1. Ámbito de aplicación.

1. Las medidas establecidas en este real decreto-ley 
se aplicarán a la reparación de los daños causados por los 
vientos, lluvias, temporales y otros fenómenos naturales 
relacionados con el paso de la tormenta tropical Delta por 
la Comunidad Autónoma de Canarias durante los días 28 
y 29 de noviembre de 2005.

Los términos municipales y núcleos de población 
afectados a los que concretamente sean de aplicación las 
medidas aludidas se determinarán por Orden del Ministro 
del Interior.

2. A los efectos de dichas actuaciones reparadoras, 
se entenderán también incluidos aquellos otros términos 
municipales o núcleos de población en los que, para la 
correcta ejecución de las obras necesarias, sean impres-
cindibles las actuaciones de los Departamentos ministe-
riales competentes.

Artículo 2. Daños en infraestructuras municipales y red 
viaria de los Cabildos.

A los proyectos que ejecuten las entidades locales en 
los términos municipales o núcleos de población a los 
que se hace referencia en el artículo anterior, relativos a 
las obras de reparación o restitución de infraestructuras, 
equipamientos o instalaciones y servicios contemplados 
en el artículo 26.1.d) de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Regu-
ladora de las Bases de Régimen Local, y a la red viaria de 
los Cabildos, se les aplicará el trámite de urgencia, 
pudiendo concedérseles por el Estado una subvención de 
hasta el 50 por 100 de su coste.

Artículo 3. Daños en las demás infraestructuras públicas.

1. Se faculta a los titulares de los Departamentos 
ministeriales competentes por razón de la materia para 
declarar zona de actuación especial las áreas afectadas, 
con objeto de que dichos Departamentos, sus organismos 
autónomos y entidades públicas dependientes de los mis-
mos puedan llevar a cabo las restauraciones que proce-
dan.

2. A los efectos indicados, se declaran de emergen-
cia las obras a ejecutar por tales Departamentos para 
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reparar los daños causados en infraestructuras de titulari-
dad estatal comprendidas en su ámbito de competen-
cias.

Artículo 4. Indemnización de daños en producciones 
agrarias.

Serán objeto de indemnización los daños causados en 
las explotaciones agrícolas y ganaderas que, teniendo 
pólizas en vigor amparadas por el Plan de seguros agra-
rios combinados para el año 2005, hayan sufrido pérdidas 
por daños en sus producciones no cubiertas por las líneas 
de seguros agrarios combinados.

No obstante, para el caso de producciones que en las 
fechas del siniestro no hayan iniciado el período de con-
tratación del seguro correspondiente, también podrán 
percibir las anteriores indemnizaciones, siempre y cuando 
se hubiese contratado el seguro correspondiente a dichas 
producciones en el ejercicio anterior.

También podrá percibirse indemnización por los 
daños causados en producciones no incluidas en el 
vigente plan anual de seguros, excepto que las produccio-
nes afectadas estuviesen garantizadas por un seguro no 
incluido en el sistema de seguros agrarios combinados.

Dichas indemnizaciones irán destinadas a los titulares 
de aquellas explotaciones que, estando ubicadas en el 
ámbito señalado en el artículo 1, hayan sufrido pérdidas 
superiores al 20 por 100 de la producción, con arreglo a 
los criterios establecidos por la Unión Europea a este res-
pecto.

Podrán ser objeto de indemnizaciones en las condicio-
nes establecidas en este artículo los daños producidos en 
explotaciones apícolas.

Artículo 5. Beneficios fiscales.

1. Se concede la exención de las cuotas del Impuesto 
sobre Bienes Inmuebles correspondientes al ejercicio de 
2005 que afecten a viviendas, establecimientos industria-
les y mercantiles, explotaciones agrarias, locales de tra-
bajo y similares, situados en los municipios y núcleos de 
población que determine la Orden Ministerial a dictar en 
desarrollo del artículo 1, dañados como consecuencia 
directa de los fenómenos meteorológicos referidos 
cuando se acredite que tanto las personas como los bie-
nes en ellos ubicados hayan tenido que ser realojados 
total o parcialmente en otras viviendas o locales diferen-
tes hasta la reparación de los daños sufridos o los destro-
zos en cosechas, ganados o bienes, que constituyan 
siniestros no cubiertos por ninguna fórmula de asegura-
miento público o privado.

2. Se concede una reducción en el Impuesto sobre 
Actividades Económicas correspondiente al ejercicio de 
2005 a las industrias, establecimientos mercantiles y pro-
fesionales cuyos locales de negocios o bienes afectados a 
esa actividad hayan sido dañados como consecuencia 
directa de los temporales mencionados, siempre que se 
acredite que hubieran tenido que ser objeto de realoja-
miento o se hayan producido daños que obliguen al cierre 
de la actividad. La indicada reducción será proporcional al 
tiempo transcurrido desde el día en que se haya produ-
cido el cese de la actividad hasta el reinicio de la misma 
en condiciones de normalidad, ya sea en los mismos loca-
les o en otros habilitados al efecto, sin perjuicio de con-
siderar que, cuando la gravedad de los daños produci-
dos dé origen a ello, el supuesto de cese en el ejercicio 
de la misma, surtirá efectos desde el día 31 de diciembre 
de 2004.

3. Las exenciones y reducciones de cuotas en los 
tributos señalados en los apartados anteriores compren-
derán también la de los recargos legalmente autorizados 
sobre los mismos.

4. Los contribuyentes que, teniendo derecho a los 
beneficios establecidos en los apartados anteriores, 
hubieren satisfecho los recibos correspondientes a dicho 
ejercicio fiscal, podrán pedir la devolución de las cantida-
des ingresadas.

5. La tramitación de las bajas de vehículos, buques o 
embarcaciones solicitadas como consecuencia de los 
daños producidos y la expedición de duplicados de per-
misos de circulación o de conducción, certificados técni-
cos o títulos habilitantes destruidos o extraviados por 
dicha causa no devengarán las tasas correspondientes a 
los respectivos servicios de la Jefatura Central de Tráfico, 
y la Dirección General de la Marina Mercante.

6. La disminución de ingresos en tributos locales 
que los anteriores apartados de este artículo produzcan 
en los Ayuntamientos y Cabildos Insulares, será compen-
sada con cargo a los Presupuestos Generales del Estado, 
de conformidad con lo establecido en el artículo 9 del 
texto refundido de la Ley Reguladora de Haciendas Loca-
les, aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 
de marzo.

Artículo 6. Reducciones fiscales especiales para las acti-
vidades agrarias.

Para las explotaciones y actividades agrarias, realiza-
das en las zonas que determine la Orden a dictar en desa-
rrollo del artículo 1 de este real decreto-ley, y conforme a 
las previsiones contenidas en el apartado 4.1 del artículo 
35 del Reglamento del Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Físicas, aprobado por Real Decreto 1775/2004, 
de 30 de julio, el Ministerio de Economía y Hacienda, a la 
vista del informe del Ministerio de Agricultura, Pesca y 
Alimentación, podrá autorizar, con carácter excepcional, 
la reducción de los índices de rendimiento neto a los que 
se refiere la Orden EHA/3902/2004, de 29 de noviembre, 
que desarrolla para el año 2005 el método de estimación 
objetiva del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físi-
cas y el régimen especial simplificado del Impuesto sobre 
el Valor Añadido.

Artículo 7. Medidas laborales y de Seguridad Social.

1. Los expedientes de regulación de empleo que ten-
gan su causa en los daños producidos por los vientos, 
lluvias, temporales y otros fenómenos naturales relacio-
nados con el paso de la tormenta tropical Delta, a los que 
se hace mención en el artículo 1, tendrán la consideración 
de provenientes de una situación de fuerza mayor, con las 
consecuencias que se derivan de los artículos 47 y 51 del 
Texto Refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajado-
res, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1995, de 23 
de marzo. La Tesorería General de la Seguridad Social 
podrá exonerar al empresario del abono de las cuotas a la 
Seguridad Social en el primer supuesto mientras dure el 
período de suspensión, manteniéndose la condición de 
dicho período como efectivamente cotizado por el traba-
jador. En los casos en que se produzca extinción del con-
trato, las indemnizaciones de los trabajadores correrán a 
cargo del Fondo de Garantía Salarial, con los límites lega-
les establecidos.

En los expedientes en que se resuelva favorablemente 
la suspensión de contratos o la reducción temporal de la 
jornada de trabajo, en base a circunstancias excepciona-
les, la autoridad laboral podrá autorizar que el tiempo en 
que se perciban las prestaciones por desempleo, regula-
das en el Título III del Texto Refundido de la Ley General de 
la Seguridad Social, aprobado por Real Decreto Legisla-
tivo 1/1994, de 20 de junio, que traigan su causa inmediata 
en los vientos, lluvias, temporales y otros fenómenos 
naturales relacionados con la citada climatología adversa, 
no se compute a efectos de consumir los períodos máxi-
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mos de percepción establecidos. Igualmente, podrá auto-
rizar que perciban prestaciones por desempleo aquellos 
trabajadores incluidos en dichos expedientes que carez-
can de los períodos de cotización necesarios para tener 
derecho a las mismas.

2. Las empresas y los trabajadores por cuenta propia 
incluidos en cualquier régimen de la Seguridad Social 
podrán solicitar y obtener, previa justificación de los 
daños sufridos, una moratoria de un año sin interés en el 
pago de las cotizaciones a la Seguridad Social, incluidas 
jornadas reales, correspondiente a los meses de octubre a 
diciembre de 2005, excepto en el caso de los trabajadores 
del Régimen Especial de Autónomos que correspondería 
a los meses de noviembre de 2005 a enero de 2006.

3. Las empresas encuadradas en los Sistemas Espe-
ciales del Plátano y del Tomate Fresco del Régimen Gene-
ral, así como los titulares de explotaciones agrarias inscri-
tos en el Régimen Especial Agrario de la Seguridad Social 
como trabajadores por cuenta propia o en el Régimen de 
Trabajadores Autónomos en la actividad de Agricultura, 
Ganadería, Caza y Silvicultura en la Comunidad Autó-
noma de Canarias, así como las Cooperativas Agrarias 
podrán solicitar y obtener una bonificación del 50% en el 
pago de las cotizaciones a la Seguridad Social por contin-
gencias comunes correspondientes a los meses de octu-
bre, noviembre y diciembre de 2005, excepto para los 
trabajadores del Régimen Especial de Autónomos que 
correspondería a los meses de noviembre de 2005 a 
enero de 2006, con derecho a la devolución de las cuotas 
bonificadas ya ingresadas. En el caso de las empresas la 
bonificación afectará a la aportación empresarial.

Estas bonificaciones irán a cargo del presupuesto del 
Servicio Público de Empleo Estatal.

4. Los cotizantes a la Seguridad Social que tengan 
derecho a los beneficios establecidos en los apartados 
anteriores y hayan satisfecho las cuotas correspondientes 
a las exenciones, a la moratoria o a las bonificaciones de 
que se trate podrán pedir la devolución de las cantidades 
ingresadas, incluidos, en su caso, los recargos y costas 
correspondientes. Si el que tuviera derecho a la devolu-
ción fuera deudor a la Seguridad Social por cuotas corres-
pondientes a otros períodos, el crédito por la devolución 
será aplicado al pago de deudas pendientes con la Segu-
ridad Social en la forma que legalmente proceda.

Artículo 8. Régimen de contratación.

1. A los efectos prevenidos en el artículo 72 del Texto 
Refundido de la Ley de Contratos de las Administraciones 
Públicas, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2000, 
de 16 de junio, tendrán la consideración de obras, servi-
cios, adquisiciones o suministros de emergencia los de 
reparación o mantenimiento del servicio de 
infraestructuras y equipamientos, así como las obras de 
reposición de bienes perjudicados por la catástrofe, cual-
quiera que sea su cuantía.

2. A esos mismos efectos, se incluyen, en todo caso, 
entre las infraestructuras, las portuarias, las aeroportua-
rias, las agrarias de uso común, carreteras, costas, el 
dominio público marítimo-terrestre y cualesquiera otros 
bienes de titularidad estatal que hubieren resultado afec-
tados por los temporales de lluvia y viento.

3. Se declara urgente la ocupación de los bienes 
afectados por las expropiaciones derivadas de la realiza-
ción de las obras a que se refiere el presente artículo, a los 
efectos establecidos en el artículo 52 de la Ley de Expro-
piación Forzosa, de 16 de diciembre de 1954.

4. En la tramitación de los expedientes de contrata-
ción no incluidos en el artículo 129.2 del Texto Refundido 
de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas, 
se dispensará del requisito previo de disponibilidad de los 

terrenos, sin perjuicio de que su ocupación efectiva deba 
ir precedida de la formalización del acta de ocupación.

Artículo 9. Ayudas de emergencia.

Las ayudas de emergencia y de carácter inmediato 
para paliar los daños causados por el temporal aludido se 
regularán por lo dispuesto en el Real Decreto 307/2005, de 
18 de marzo, por el que se regula las subvenciones en 
atención a determinadas necesidades derivadas de situa-
ciones de emergencia o de naturaleza catastrófica. A 
estos efectos el plazo para la presentación de solicitudes 
de las ayudas empezará a contar a partir del día siguiente 
al de la publicación de este real decreto-ley en el Boletín 
Oficial del Estado.

Artículo 10. Daños en viviendas.

1. Para paliar los daños producidos en las viviendas 
que tengan la condición de residencia habitual y perma-
nente y que hayan sido causados por las catástrofes a que 
se refiere este real decreto-ley, el Ministerio de Vivienda 
concederá ayudas para alquiler, reparación, rehabilitación 
y reconstrucción de viviendas.

2. Las ayudas se concederán en los términos y con-
diciones que se establezcan reglamentariamente y se 
ejecutarán conforme a los convenios de colaboración 
contemplados en el artículo 13 de este real decreto-ley.

3. Se faculta al titular del Ministerio de Vivienda para 
proponer el pago de las ayudas a que se refiere este 
artículo en la parte que financie la Administración General 
del Estado, con cargo al crédito que a estos efectos se 
habilite, con el carácter de incorporable, en los presu-
puestos de dicho Departamento.

Artículo 11. Líneas preferenciales de crédito.

Se instruye al Instituto de Crédito Oficial, en su condi-
ción de Agencia Financiera del Estado, para instrumentar 
una línea de préstamos de mediación, para lo que reca-
bará la colaboración de las entidades de crédito con 
implantación en la Comunidad Autónoma de Canarias, 
suscribiendo con las mismas los oportunos convenios de 
colaboración.

El importe de global de la línea de préstamos se deter-
minará en las disposiciones que se dicten en desarrollo 
de este real decreto-ley, una vez completada la evaluación 
de los daños. La Delegación del Gobierno en Canarias y el 
Consorcio de Compensación de Seguros remitirán al Ins-
tituto de Crédito Oficial relación de las empresas, físicas o 
jurídicas, potencialmente beneficiarias de esta línea de 
préstamos, con expresión de su identificación y del 
importe máximo de daños evaluados.

La línea de préstamos tendrá como finalidad financiar 
la reparación o reposición de instalaciones industriales y 
mercantiles, vehículos comerciales, explotaciones agra-
rias y ganaderas, buques y embarcaciones, así como los 
locales de trabajo de profesionales que se hayan visto 
dañados como consecuencia de los fenómenos atmosfé-
ricos mencionados, y se materializará en operaciones de 
préstamo concedidas por dichas entidades financieras, 
cuyas características serán:

a) Importe máximo: el del daño evaluado por la 
Delegación de Gobierno en la Comunidad Autónoma de 
Canarias o, en su caso, por el Consorcio de Compensa-
ción de Seguros, descontado, en su caso, el importe del 
crédito que un mismo solicitante pudiera suscribir con 
cargo a otras líneas de préstamos preferenciales que 
pudiera establecer la Comunidad Autónoma de Canarias.

b) Plazo: cinco años, incluido uno de carencia, en su 
caso.
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c) Interés: el tipo de cesión de los fondos del ICO a 
las entidades de crédito será del 1,50 por 100 TAE, y el 
margen máximo de intermediación para dichas entidades 
de crédito del 0,50 por 100, de forma que el tipo final 
máximo para el prestatario será del 2,00 por 100 TAE.

d) Tramitación: las solicitudes serán presentadas en 
la entidad financiera mediadora, quién decidirá sobre la 
concesión del préstamo, siendo a su cargo el riesgo de la 
operación.

e) Vigencia de la línea: se faculta al titular del Minis-
terio de Economía y Hacienda para establecer la fecha 
límite para la concesión de operaciones y disposición de 
fondos.

La instrumentación de la línea de préstamos a que se 
refiere este artículo se lleva a cabo por el ICO en el ejerci-
cio de las funciones a que se refiere la disposición adicio-
nal sexta.Dos.2, párrafo A, del Real Decreto-ley 12/1995, 
de 28 de diciembre, de medidas urgentes en materia pre-
supuestaria, tributaria y financiera, y, en su virtud, el que-
branto que para el ICO suponga el diferencial entre el 
coste de mercado de la obtención de los recursos y el tipo 
de cesión a las entidades de crédito mediadoras, antes 
citado, del 1,50 por 100 TAE, será cubierto con cargo a los 
Presupuestos Generales del Estado.

Artículo 12. Cooperación con las Administraciones Locales.

Se faculta al titular del Ministerio de Administraciones 
Públicas para proponer el pago de las subvenciones a que 
se refiere el artículo 2, con cargo al crédito que a estos 
efectos se habilite, con el carácter de incorporable, en los 
presupuestos de dicho Departamento.

El importe máximo de dicho crédito será establecido 
en las disposiciones de aplicación y desarrollo de este 
real decreto-ley, tan pronto como se conozca la valoración 
de los daños.

De igual modo, se faculta al titular del Ministerio de 
Administraciones Públicas para establecer el procedi-
miento para la concesión de las mencionadas subvencio-
nes, así como su seguimiento y control, en el marco de la 
cooperación económica del Estado a las inversiones de 
las Entidades locales.

Artículo 13. Convenio con otras Administraciones públicas.

La Administración General del Estado podrá celebrar 
con el Gobierno de la Comunidad Autónoma de Canarias, 
los Cabildos Insulares y con las Corporaciones Locales 
afectadas a las que resulte de aplicación este real decreto-
ley los convenios de colaboración que exija la aplicación 
del mismo.

Artículo 14. Comisión Interministerial.

1. Se crea una Comisión Interministerial para la apli-
cación de las medidas establecidas en este real decreto-
ley, coordinada por la Dirección General de Protección 
Civil y Emergencias e integrada por representantes de los 
Ministerios de Economía y Hacienda, del Interior, de 
Fomento, de Trabajo y Asuntos Sociales, de Industria, 
Turismo y Comercio, de Agricultura, de Pesca y Alimenta-
ción, de la Presidencia, de Administraciones Públicas, de 
Medio Ambiente y de Vivienda, así como por el Delegado 
del Gobierno en la Comunidad Autónoma de Canarias y 
por un representante del Consorcio de Compensación de 
Seguros.

2. El seguimiento de las medidas previstas en este 
real decreto-ley se llevará a cabo por la Comisión a que se 
refiere el apartado anterior, en coordinación con las auto-
ridades de la Comunidad Autónoma de Canarias a través 
de la Delegación del Gobierno en Canarias.

Artículo 15. Consorcio de Compensación de Seguros.

1. El Delegado del Gobierno en la Comunidad Autó-
noma de Canarias podrá solicitar del Consorcio de Com-
pensación de Seguros, para una más correcta evaluación 
de los daños, las correspondientes valoraciones previstas 
en este real decreto-ley, siempre que no afecten a bienes 
de titularidad pública.

2. El Consorcio de Compensación de Seguros tendrá 
derecho al abono por parte de la Administración General 
del Estado de los trabajos de peritación conforme al 
baremo de honorarios profesionales que dicho Consorcio 
tuviese aprobado para sus peritos tasadores de seguros.

3. Para facilitar la tramitación de las ayudas y la valo-
ración de los daños, la Administración competente y el 
Consorcio de Compensación de Seguros podrán transmi-
tirse los datos sobre beneficiarios de las ayudas e indem-
nizaciones que concedan, sus cuantías respectivas y los 
bienes afectados.

Disposición adicional primera. Límite de las ayudas.

El valor de las ayudas concedidas en aplicación de 
este real decreto-ley, en lo que a daños materiales se 
refiere, no podrá superar en ningún caso la diferencia 
entre el valor del daño producido y el importe de otras 
ayudas o indemnizaciones declaradas compatibles o 
complementarias que, por los mismos conceptos, pudie-
ran concederse por otras Administraciones, organismos 
públicos, nacionales o internacionales, por cualquier enti-
dad financiada por fondos públicos o privados, o corres-
pondan en virtud de pólizas de seguro.

Disposición adicional segunda. Anticipos de ayudas 
vinculadas a determinados préstamos para la mejora 
y modernización de estructuras agrarias.

En los términos municipales afectados de acuerdo 
con el artículo 1, con carácter preferente, podrá efectuarse 
el pago anticipado del importe total de las ayudas de 
minoración de anualidades de amortización del principal 
de los préstamos acogidos al Real Decreto 613/2001, de 8 
de junio, para la mejora y modernización de las estructu-
ras de producción de las explotaciones agrarias, de aque-
llos expedientes de los que se disponga de la correspon-
diente certificación final de cumplimiento de compromisos 
y realización de inversiones.

Disposición adicional tercera. Financiación de las medidas.

La financiación del coste de las medidas contenidas 
en este real decreto-ley se concretará en las disposiciones 
de desarrollo de esta norma, una vez conocida la valora-
ción de los daños causados.

Disposición adicional cuarta. Días inhábiles.

Se declaran inhábiles los días 28, 29 y 30 de noviem-
bre y 1 y 2 de diciembre, en los términos municipales que 
hayan resultado afectados, a toda clase de efectos civiles, 
notariales, mercantiles, administrativos, judiciales y 
registrales, sin perjuicio de la validez de las actuaciones y 
de las diligencias practicadas en día inhábil, si se hubie-
sen realizado con los requisitos legales.

Disposición final primera. Competencias de las Comuni-
dades Autónomas.

Este real decreto-ley se dicta al amparo de la compe-
tencia atribuida al Estado por el artículo 149.1.1.ª de la 
Constitución Española, sin perjuicio de las competencias 
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que corresponden a la Comunidad Autónoma afectada, al 
amparo de su Estatuto de Autonomía.

Disposición final segunda. Facultades de desarrollo.

El Gobierno y los distintos titulares de los Departa-
mentos ministeriales, en el ámbito de sus competencias, 
dictarán las disposiciones necesarias y establecerán los 
plazos para la ejecución de lo establecido en este real 
decreto-ley.

Disposición final tercera. Entrada en vigor.

El presente real decreto-ley entrará en vigor el mismo 
día de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Dado en Madrid, el 2 de diciembre de 2005.

JUAN CARLOS R.

El Presidente del Gobierno,

JOSÉ LUIS RODRÍGUEZ ZAPATERO 

MINISTERIO 
DE ECONOMÍA Y HACIENDA

 20056 ORDEN EHA/3784/2005, de 29 de noviembre, 
por la que se acuerda la emisión, acuñación y 
puesta en circulación de monedas de colección 
que conmemoran el XX Aniversario de la 
adhesión de España y Portugal a las Comuni-
dades Europeas.

La Ley 62/2003, de 30 de diciembre (BOE n.º 313 de 31 
de diciembre de 2003) de Medidas Fiscales, Administrati-
vas y del Orden Social, en su artículo 102, realiza una 
trasposición de la normativa comunitaria (Comunicación 
de la Comisión relativa a la Recomendación, de 29 de sep-
tiembre de 2003, sobre un procedimiento común para la 
modificación del diseño de la cara nacional en el anverso 
de las monedas en euros destinadas a la circulación); y, 
modifica la redacción del artículo 81 de la Ley 42/1994, 
dando una nueva terminología en relación con las mone-
das conmemorativas y de colección.

En la nueva redacción del citado artículo 81 se esta-
blece, entre otras cuestiones, que, a partir de enero de 
2004, se denominarán monedas de colección en euros, 
las monedas en euros no destinadas a la circulación, acu-
ñadas normalmente en metales preciosos, con un valor 
nominal y diseño diferente a las destinadas a la circula-
ción. Estas monedas deberán diferir perceptiblemente de 
las circuladas en, al menos, dos de las tres características 
siguientes: color, peso y diámetro.

En la misma disposición se autoriza con carácter 
general a la Fábrica Nacional de Moneda y Timbre-Real 
Casa de la Moneda, a acuñar y comercializar monedas de 
colección de todo tipo. La acuñación y venta de estas 
monedas serán acordadas por orden del Ministerio de 
Economía y Hacienda que, de conformidad con las dispo-
siciones comunitarias, fijará las características propias de 
las monedas, sus valores faciales y las fechas iniciales 
de emisión y, en su caso, los precios de venta al público.

De conformidad con el Real Decreto 553/2004, de 17 
de abril, por el que se reestructuran los departamentos 
ministeriales, los Ministerios de Economía y de Hacienda 
se suprimen, pasando sus competencias al Ministerio de 

Economía y Hacienda con excepción de las que se atribu-
yen en dicho Real Decreto al Ministerio de Industria, 
Turismo y Comercio.

Asimismo, en virtud de lo dispuesto en el apartado 10 
del artículo 19 del Real Decreto 1552/2004, de 25 de junio, 
por el que se desarrolla la estructura orgánica del Ministe-
rio de Economía y Hacienda, la Fábrica Nacional de 
Moneda y Timbre-Real Casa de la Moneda queda adscrita 
al Ministerio de Economía y Hacienda, a través de la Sub-
secretaría de Economía y Hacienda.

El 1 de enero de 2006 se cumplirán veinte años de la 
adhesión de España y Portugal a la Comunidad Eco-
nómica Europea y a la Comunidad Europea de la Energía 
Atómica, así como de la adhesión de España al tratado 
constitutivo de la Comunidad Europea del Carbón y del 
Acero.

Para conmemorar este importante acontecimiento en 
la historia de España, se va a proceder a acuñar monedas 
de colección, cuyas leyendas y motivos están referidas a 
este singular evento.

En su virtud dispongo:
Primero. Acuerdo de emisión.–Se acuerda para el 

año 2006, la emisión, acuñación y puesta en circulación 
de monedas de colección que conmemoran el XX aniver-
sario de la adhesión de España y Portugal a las Comuni-
dades Europeas.

Segundo. Características de las piezas.–Moneda de 
10 euro de valor facial (8 reales, plata de 925 milésimas, 
siendo el resto de cobre):

Tolerancia en ley: Mínima de 925 milésimas.
Peso: 27 gramos, con una tolerancia en más o en 

menos de 0,27 gramos.
Diámetro: 40 mm.
Forma: Circular con canto estriado.
Calidad: Proof.

Motivos:
En el anverso se reproduce la efigie de Su Majestad el 

Rey Don Juan Carlos. Rodeándola, en sentido circular y 
en mayúsculas, aparece la leyenda JUAN CARLOS I REY 
DE ESPAÑA. En la parte inferior de la moneda, entre dos 
puntos, figura el año de acuñación, 2006. Rodeando los 
motivos y leyendas aparece una gráfila de perlas.

 En el reverso, en la mitad inferior de la pieza, se 
reproduce la imagen de un moderno puente sobre el que 
figura, en mayúsculas, la leyenda ESPAÑA-PORTUGAL; 
bajo su arco central y en mayúsculas, la cifra de valor 10 
EURO. En la mitad superior de la pieza se reproduce el 
mapa de Europa, sobre el que figuran las cifras 1986 y 
2006. A la derecha, la marca de Ceca. Circundando el 
mapa, en sentido circular y en mayúsculas, la leyenda 
ADHESIÓN A LAS COMUNIDADES EUROPEAS.

Tercero. Número máximo de piezas.–El número 
máximo de piezas a acuñar será 12.000.

Se autoriza a la Fábrica Nacional de Moneda y Timbre-
Real Casa de la Moneda a destinar a los fondos numismá-
ticos del Museo de esta entidad hasta un máximo de 
cinco piezas acuñadas en virtud de la presente orden 
ministerial y, en su caso, aquellos elementos industriales 
de su fabricación que por las características de la emisión, 
revistan interés numismático o museológico.

Cuarto. Fecha inicial de emisión.–La fecha inicial de 
emisión será el primer trimestre del año 2006.

Quinto. Acuñación y puesta en circulación.–Las refe-
ridas monedas se acuñarán por cuenta del Estado en la 
Fábrica Nacional de Moneda y Timbre-Real Casa de la Mo-
neda, que las entregará al Banco de España a través de la 
aportación de los documentos representativos de las 
monedas acuñadas.

 La Fábrica Nacional de Moneda y Timbre-Real Casa 
de la Moneda procederá al pago del valor facial de estas 


